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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO
               SALA CIVIL FAMILIA

                        PEREIRA – RISARALDA

TUTELA CONTRA ACTO GENERAL, IMPERSONAL Y ABSTRACTO/ Improcedencia general de la acción de tutela

“Se trata, en consecuencia, de una situación de orden general, impersonal y abstracta, no particular; es decir que la exclusión no solo se daría para el caso del Gustavo Hernán Giraldo Cano, sino para el de cualquiera otra persona que en sus mismas condiciones hubiera iniciado sus estudios superiores en la época aludida. Y es general, porque no se limita a impartir una mera instrucción o a difundir el pensamiento de la entidad acerca de determinada situación; contiene una verdadera orden de suspender una prebenda que se le otorga a un sector poblacional y a mantenerla en relación con quienes hasta determinada fecha hubiesen alcanzado la inscripción.”
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, abril once de dos mil dieciséis
Expediente 66001-22-13-000-2016-00358-00
Acta N°164 de abril 11 de 2016
   



Decide la Sala la acción de tutela promovida por Gustavo Hernán Giraldo Cano, en contra de Departamento Administrativo para la Prosperidad Social DPS, a la que fueron vinculados el Coordinador Nacional Grupo de Trabajo Jóvenes en Acción -JeA-, y  la Dirección de Ingreso Social del DPS.
ANTECEDENTES

   



Gustavo Hernán Giraldo Cano, obrando en su propio nombre, acudió a esta vía en aras de la protección de sus “derechos fundamentales constitucionales” de los que este es titular y que estima conculcados por el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social.
Relató, en resumen, que en el mes de abril de 2014, se inscribió en el programa Jóvenes en Acción, del cual resultó favorecido y para ello se le otorgó la suma de $1’000.000,oo por el periodo junio a diciembre de 2014; en enero de 2015 se presentaron los problemas al no consignársele los auxilios respectivos; frente a ello, averiguó de manera insistente y solo hasta el 22 de agosto de 2015 le informaron que sus datos se encontraban desactualizados; procedió conforme le indicaron para solucionar el impase y realizó un nuevo registro pero no fue posible que le depositaran los auxilios; tras insistir en ello, se le explicó que el problema devenía de la inconsistencia en el último dígito de su documento de identificación, lo que le pareció muy extraño, porque había remitido en ambas ocasiones fotocopia de su cédula de ciudadanía; agregó que su situación económica familiar es precaria por la avanzada edad de su padre, y porque su señora madre es ama de casa; además, indicó padece de diabetes tipo I.
Pidió, por tanto, ordenar a la parte accionada le “sean devueltos y reintegrados el monto de los auxilios” que le han dejado de reconocer durante 15 meses.
Con la demanda aportó, entre otras, copias de: certificaciones del SISBEN y de la calidad de estudiante de la UTP, y respuesta relacionada con una irregularidad en su documento de identificación.
  



A la petición se le dio trámite, a la vez que se dispuso la vinculación del Coordinador Nacional Grupo de Trabajo Jóvenes en Acción -JeA- y  la Dirección de Ingreso Social del DPS, y se corrió traslado por el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa. Lo hizo la Jefe Oficina Asesora Jurídica del DPS, quien explicó situaciones relacionadas con el Programa Jóvenes en Acción, y que en el caso concreto el día 17 de marzo del presente año, se le dio al accionante respuesta clara, motivada y de fondo en relación con su solicitud, dentro de la cual se destaca que el acompañamiento por parte del JeA sucedió hasta el mes de diciembre de 2014.
    



Con posterioridad, como prueba de oficio, se recibió interrogatorio al demandante, y se obtuvo información complementaria a la respuesta brindada por el DPS.
CONSIDERACIONES
Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



En ejercicio de esa garantía, Gustavo Hernán Giraldo Cano, quien actúa en su propio nombre, acudió a esta expedita vía en procura de la protección de los derechos fundamentales constitucionales que estima lesionados por el DPS, aunque sin determinar alguno en concreto, aunque bien puede, para la Sala, situarse en el de educación, acorde con lo que se desprende del libelo, y en vista de que lo que aduce es que no volvió a obtener el auxilio educativo otorgado durante el periodo de junio a diciembre de 2014, pese a que continuó sus estudios para el segundo semestre del año 2015.
  



Se cumple en este caso el requisito de inmediatez para la promoción de la acción, dado que desde cuando dejó de percibir la ayuda, ha venido el accionante reclamando del DPS su restauración y ha obtenido respuestas, las últimas de ellas, en lo que va corrido del presente año.
  



En cambio, no se satisface un requisito más de procedencia, concretamente el previsto en el numeral 5° del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991. Así se afirma, porque del relato que el mismo Gustavo Hernán Giraldo Cano hizo en su escrito inicial y en su intervención ante este Tribunal, se desprende que hasta finales del año 2014 venía realizando un estudio en el SENA, que le fue subsidiado. Terminado el mismo en diciembre de ese año, reinició sus actividades académicas en el segundo semestre del año 2015, pero esta vez en la Universidad Tecnológica de Pereira, donde comenzó formalmente su preparación en Licenciatura en Comunicación. Fue a partir de allí que se le excluyó del beneficio, lo cual viene a tener ahora una explicación.
  


 
En efecto, aunque la aparente ampliación de respuesta a tutela que se envió por un medio electrónico (f. 64), no puede tenerse en cuenta, por cuanto proviene de quien no lleva la representación de la entidad accionada y parece ser más un informe que se le rinde a la Jefe Oficina Asesora Jurídica, de su contenido emerge que existe una circular, la número 008 de 2015, que fue obtenida y agregada a la actuación, en la que el DPS por medio del Director de Ingreso Social le hace saber a las direcciones regionales de esa entidad, a los centros de formación del SENA, a las instituciones de educación superior en convenio con el DPS, al Ministerio de Educación Nacional en su programa “Ser pilo, sí paga”, y a las administraciones municipales que, se suspende temporalmente el ingreso de nuevos participantes en el programa Jóvenes en Acción para la vigencia 2015, concretamente para atender a la población vinculada a partir del segundo semestre.
  



La explicación para ello fue que de acuerdo con las disposiciones del plan plurianual de inversiones del Gobierno Nacional para la vigencia 2015, se cumplieron las metas establecidas para ese año.
  



Se trata, en consecuencia, de una situación de orden general, impersonal y abstracta, no particular; es decir que la exclusión no solo se daría para el caso del Gustavo Hernán Giraldo Cano, sino para el de cualquiera otra persona que en sus mismas condiciones hubiera iniciado sus estudios superiores en la época aludida. Y es general, porque no se limita a impartir una mera instrucción o a difundir el pensamiento de la entidad acerca de determinada situación
; contiene una verdadera orden de suspender una prebenda que se le otorga a un sector poblacional y a mantenerla en relación con quienes hasta determinada fecha hubiesen alcanzado la inscripción.

  



Si ello es así, al alcance del accionante están las acciones contencioso administrativas correspondientes, particularmente, la de nulidad y restablecimiento del derecho, dentro de la cual cabe la solicitud de medidas provisionales, que estaría en cabeza del juez natural resolver si proceden o no.

  



Téngase en cuenta que durante el tiempo de su formación tecnológica en el SENA, el demandante recibió el aporte económico; ahora, se repite, la situación es diversa porque lo que busca es, con una nueva inscripción, según el mismo lo refirió, que se le otorgue el auxilio para continuar una carrera universitaria que inició en el segundo semestre lectivo del año 2015, para cuando, se señaló, fue suspendido el mismo.
  



En conclusión, se declarará la improcedencia del amparo deprecado.
 



DECISIÓN

  



Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  declara improcedente la acción de tutela iniciada por Gustavo Hernán Giraldo Cano, en contra del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social DPS, a la que fueron vinculados el Coordinador Nacional Grupo de Trabajo Jóvenes en Acción -JeA-, y  la Dirección de Ingreso Social del DPS.
  



Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el asunto, si el fallo no fuere objeto de alzada, ni revisado, se dispone el archivo del mismo, sin trámites adicionales.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                 DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Sentencia T-444 de 2014
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